 (Libro de Acuerdos Nº 55, Fº 159/163, Nº 58). San Salvador de Jujuy, República Argentina, a los quince días del mes de marzo del año dos mil doce, los Señores Vocales del Superior Tribunal de Justicia, Dres. Sergio Marcelo Jenefes, Sergio Ricardo González, los Sres. Vocales de la Sala III, I y II de la Cámara en lo Civil y Comercial, Dres. Carlos Marcelo Cosentini, María Rosa Caballero de Aguiar y Enrique Rogelio Mateo, respectivamente, bajo la presidencia del nombrado en primer término, vieron el Expte. Nº 7927/11, caratulado: “Recurso de inconstitucionalidad interpuesto en el expediente Nº B-203447/08 (Tribunal de Familia – Vocalía II) Incidente de Ejecución de convenio en Expte. Nº B- 168554/07: M., M. A. c/ P., M. A.”. 

El Dr. Jenefes dijo: 

Promovida demanda de ejecución de convenio homologado por la suma que se detalla en concepto de diferencia de cuota alimentaria a favor los menores P. M. P., M. R. P. y B. P., el accionado opone: a) excepción de falta de legitimación para reclamar las sumas pretendidas, puesto que la actora debió pagar el préstamo personal ($17.800) otorgado por la Banco Nazionale del Lavoro (hoy HSBC), cuyo pago había asumido en el Capítulo III del mencionado convenio. Es por ello, que carece de acción para reclamar el cumplimiento total de la obligación alimentaria ($2.000), la que se encontraba supeditada a una condición suspensiva, cual es, la cancelación del préstamo personal que asumió; b) de compensación; ya que habiendo abonado el crédito aludido precedentemente por un monto total de $15.912,08 más intereses, la deuda debe ser compensada hasta donde alcance la menor y c) de pago total, la que se acredita con la documentación acompañada. Señala que ante numerosos incumplimientos de la actora, debió cubrir personalmente las necesidades de sus hijos, brindándoles una educación adecuada (colegio y maestra particular), vestimenta, asistencia psicopedagógica, psicológica, esparcimiento (clases de tenis), entre otras cosas. Agrega, que habiendo sido informado, por parte de la Directora del establecimiento escolar donde concurren sus hijos, de que existía una deuda en la cuota mensual del colegio, la que nunca había sido abonada desde que los menores (B. y R.) ingresaron como alumnos, y luego de que su madre le comunicara que ella no la iba a pagar, asumió la deuda y continuó con el pago de las cuotas escolares. Señala que además de comprarle todos los útiles escolares, les paga las clases de tenis y los viajes que realizan para participar en los torneos que organiza Jujuy Lawn Tennis Club. Tales importes que paga, tratamiento psicológico, pedagógico, colegio, medicamentos, etc. son gastos que debió afrontar la contraria con su propio dinero como con el dinero que el depositaba ($1.000) y ante el incumplimiento de la madre, debió él pagar la totalidad de dichos gastos. Afirma que también asoció a sus hijos al Club Gimnasia de Jujuy y abonó la cuota de los tres. Con ello –dice- queda demostrado no sólo que cumple con su obligación alimentaria respecto a sus hijos menores de edad por lo que opone pago total, sino que los alimentos que da a sus hijos exceden la diferencia de cuota alimentaria mensual ($1.000) que la actora reclama en la presente ejecución. 

Sustanciadas las defensas articuladas, la actora se opone a las mismas aduciendo, en cuanto a la excitación de pago parcial, que el crédito reclamado consiste en una obligación dineraria y no en especie. A fs. 170/172 del principal amplía la ejecución por un saldo impago ($11.000) por los meses posteriores a la ejecución. 

Finalmente, a fs. 179/181 del principal, el tribunal a-quo resuelve rechazar las defensas deducidas por el demandado y mandar llevar adelante la ejecución por la suma que especifica en concepto de cuotas alimentarias adeudadas con más los intereses legales desde la mora de cada uno de los períodos hasta su cancelación. 

En contra esta resolución, el ejecutado interpuso recurso de inconstitucionalidad por sentencia arbitraria. Ello así, puesto que el propio tribunal a-quo reconoció que la actora no canceló el préstamo personal al Banco HSBC (al que se encontraba supeditado el depósito de $2.000 mensuales) y que el demandado pagó parte del crédito; determinando que la ejecución debía prosperar por una suma inferior a la ejecutada inicialmente y su ampliación; es decir compensó parcialmente el crédito ejecutado. 

Sostiene el recurrente que, no obstante compensar el pago (en forma parcial cuando debió ser total) de la obligación bancaria a cargo de la ejecutante, con la simple alusión al art. 374 C.C. rechaza la excepción de compensación de alimentos opuesta por su parte. 

Afirma que el error interpretativo de los artículos 374 y 825 del Código Civil -en que incurre el tribunal de la instancia anterior- hace que la sentencia recurrida le provoque una gravísima e irreparable privación a su patrimonio, consistente en la abusiva doble imposición de cuota alimentaria, más el desconocimiento de saldos a su favor, pues luego de la última audiencia, comenzó a depositar el total del monto de la obligación alimentaria pactada y asimismo continuó pagando las cuotas de colegio de dos de sus hijos y los servicios psicológicos y psicopedagógicos de los mismos, así como también todos los gastos extras vinculados a la educación (maestras particulares, clases de inglés, etc.) 

Sustanciado el recurso con la contraria, habiendo dictaminado el Sr. Fiscal General habilitado a fs. 71/74 de autos, y practicada las demás diligencias procesales de estilo, la causa se encuentra en estado de ser resuelta. 

Analizadas las actuaciones, adelanto que el recurso tentado debe prosperar. Ello en base a las razones que doy a continuación. 

En primer lugar, cabe destacar que ante la controversia suscitada en relación a la liquidación presentada por la parte actora, el tribunal sentenciante mandó a llevar adelante la ejecución por una suma inferior a la ejecutada inicialmente, más la ampliación solicitada en los autos principales. Arribó a tal conclusión, luego de considerar: a) cumplida la condición suspensiva estipulada para la plena vigencia del monto de la cuota alimentaria –pago del saldo del crédito adquirido en el Banco HSBC- y b) que le asiste el legítimo derecho al demandado a que se le deduzca de la cuota alimentaria el importe abonado en concepto del préstamo aludido, imputando dicho importe ($5.912,08) a las cuotas alimentarias de los meses de abril, junio, julio, agosto, setiembre y octubre de 2.007. 

Si compensó, entonces, parcialmente la deuda, no puede dejar de ponderarse –como lo afirma el recurrente- la flagrante contradicción en la que incurre la Sala II del Tribunal de Familia al rechazar la excepción de compensación articulada. 

Tampoco puede soslayarse que los jueces de la instancia anterior, si bien tienen por acreditados los pagos efectuados por el ejecutado en concepto de educación, sostienen que la cuota alimentaria no es compensable “por no estar autorizada por la ley, art. 374 C.C. … sino además porque el compromiso asumido en el convenio consistía en el depósito de una suma en dinero…”. 

Sobre el tema, no puede obviarse que se estableció que una vez determinado el monto de la cuota alimentaria –mediante convenio o sentencia- el obligado sólo se libera de su obligación cumpliendo lo debido, no pudiendo alterar unilateralmente este aspecto de su obligación, razón por la cual los pagos en dinero y en especie que efectúe de manera distinta a lo convenido. En este orden, se señaló que los arts. 374 y 825 del Código Civil, que vedan la compensación de la obligación alimentaria, extienden sus efectos a este supuesto y, conforme a ello, se afirma que las erogaciones hechas por el alimentante deben considerarse simples liberalidades de éste (conf. Bossert, “Régimen jurídico de alimentos”, n. 559 y citas de la nota 14, pág.544, Belluscio-Zannoni, “Código Civil…”, T. 2, com. art. 374, n. 1, pág. 285). 

Sin embargo, tal criterio no es absoluto y puede ceder ante casos particulares en los cuales la aplicación del mismo conduciría a una solución irrazonable. Al respecto, en numerosos precedentes jurisprudenciales se sostuvo que, no obstante la existencia de un convenio por el cual se determina la cuota en una suma de dinero, los pagos acreditados por el obligado en concepto de gastos por educación, al constituir partidas esenciales para el sostén integral de los alimentados, no pueden ser considerados una liberalidad, ni una compensación de las expresamente prohibidas por el art. 374 del Código Civil, por cuanto, conforme lo dispuesto por el art. 267 de dicho Código, integran la obligación alimentaria (conf. C.N.Civ, Sala A, c. 281087 del 28/12/99, P., C. E. c/ A. , K. revista J.A., Nº 6200 del 12/05/2000, pag. 58; C.N.Civ., Sala E, “G. C., G. A. c. F., M. E.” del 30/09/2008, La Ley 23/01/2009; 3; C.N.Civ., Sala E, “G,, M. C. y otros c. M., M. B.” del 09/03/2009, La Ley 30/04/2009, 7- La Ley 2009-C.220 –DJ 26/08/2009, 2407, entre otros). En materia de alimentos de hijos menores, la satisfacción de dicha carga básica debe cumplimentarse de una manera integral, que salvaguarde, mediana y decorosamente las necesidades de toda índole, “presidiendo toda decisión sobre el tema un elemental sentido de justicia, prudencia y equidad –arts. 267, 272, 372, 376 y concordantes del Código Civil” (conf. Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires, “F., M s/ Incidente de cuota alimentaria” –CC0201- LP- A 43303 RSD-35-98 S- 5-3-1998; el Dial. Com- W109A4. morales, culturales, de subsitencia 

En la especie, más allá de la conveniencia o criterio de quien tiene la guarda de los menores, resulta claro que el pago de: a) cuotas escolares y b) de las clases o atención brindada a los menores por profesionales a los fines de nivelar o elevar su rendimiento escolar (profesores particulares, psicólogos, psicopedagogos) y que surgen de los comprobantes incorporados en la causa; lo fueron en manifiesto beneficio para los menores, no pudiendo en modo alguno ser considerados liberalidades ni una compensación de las prohibidas por la ley de fondo. En consecuencia, tales gastos deben ser descontados del monto reclamado en la presente ejecución. 

En virtud de lo expuesto, corresponde hacer lugar al recurso de inconstitucionalidad interpuesto en autos para admitir la excepción de compensación opuesta por el ejecutado. En su mérito, remitir los autos al Tribunal de origen para que descuente de los alimentos ejecutados los importes abonados en concepto de gastos por educación de los menores según se detalló precedentemente. 

Así resuelta la cuestión, corresponde apartarnos de la regla consagrada en materia de alimentos, según la cual -haciendo mérito de la naturaleza y fines del deber que se reclama- las costas deben ser soportadas por el alimentante, pues lo contrario importaría gravar la cuota fijada al tener que soportar la alimentada en la parte correspondiente los gastos causídicos. Ello así, pues dicha regla debe ceder frente a supuestos en que la controversia constituye una incidencia, dentro del marco de la instancia alimentaria principal, circunscribiéndose a meros conflictos de índole procesal que escapan al mentado privilegio (conf. Palacio, Lino E. Alvarado Velloso, Adolfo, “Código Procesal Civil de la Nación”. T. 3º, p. 106/107, coment. Arts 68. 75.1.2.7.9., con cita jurisprudencial, Ed. Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 199). 

En base a tal criterio y en atención a la forma en que se decide, las costas de la instancia anterior y las de la presente, deben ser soportadas en el orden causado. Los honorarios de los profesionales que intervinieron en el recurso se difieren hasta tanto sean fijados los del instancia anterior y pueda aplicarse el artículo 11 de la ley 1.687. 

Los Dres. González, Cosentini, Caballero de Aguiar y Mateo adhieren al voto que antecede. 

Por ello, el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Jujuy, 

RESUELVE: 

1º) Hacer lugar al recurso de inconstitucionalidad interpuesto en autos (fs. 12/16) para admitir la excepción de compensación articulada por el ejecutado en el Expte. Nº B- 203447/08. 

2º) Remitir los autos al Tribunal de origen para que descuente de los alimentos ejecutados los importes abonados en concepto de gastos por educación de los menores conforme se detalló en los considerandos de la presente resolución. 

3º) Imponer las costas de ambas instancias por el orden causado. 

4º) Diferir la regulación de los honorarios profesionales hasta tanto sean regulados en la instancia anterior y pueda aplicarse el art. 11 de la ley 1.867. 

5º) Registrar, agregar copia en autos y notificar por cédula. 

Firmado: Dr. Sergio Marcelo Jenefes; Dr. Sergio Ricardo González; Dr.Carlos Marcelo Cosentini(Habilitado); Dra. María Rosa Caballero de Aguiar (Habilitada); Dr. Enrique Rogelio Mateo (Habilitado). 

Ante mí: Dra. María Sol Zurueta – Secretaria.

